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Comisión de Acceso a la Justicia
Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad

Invitación cartel para la contratación de Servicios profesionales para:

“Facilitación y sistematización de talleres a funcionario (as) judiciales y de personas líderes afrodescendientes para elaborar una propuesta de Política institucional de Acceso a la Justicia para personas afrodescendientes con su Plan de acción”

1. Antecedentes 
En Costa Rica hay presencia de afrodescendientes desde la época colonial, no obstante  existe una creencia generalizada de que su presencia en Costa Rica data de 1872 en adelante, en ocasión de la construcción del Ferrocarril al Atlántico y de la formación del enclave bananero, momento en que arriban al país grandes cantidades de afrocaribeños (as).

Es respecto de esta migración de afrodescendientes que se  refleja con más rudeza, la aspiración de una Costa Rica blanca y homogénea que se materializa a nivel jurídico, en una serie de normas con contenido discriminatorio,  que excluyen  a los (as) afrodescendientes y buscan  mantener su condición de personas extranjeras pese a los vínculos desarrollados con el país,  es así que los procesos de  incorporación formal como ciudadanos (as) se dan  a partir de la constitución de 1949.

El 4 de noviembre de 1949 la Junta Fundadora de la Segunda República, presidida por José Figueres Ferrer, emite el decreto ley número 836 que dispone dejar sin efecto el artículo 5, párrafo tercero de la Ley número 31 de 1934  que prohibía a los (as) afrodescendientes  trabajar en el Pacifico y  proceder  a la creación de una comisión que tuvo como objetivo “ayudar a las personas de color a conseguir sus papeles para que puedan disfrutar del libre ejercicio de la ciudadanía costarricense”. 
Es hasta en el año 1955 con la ley  número 1902 del 26 de junio de ese mismo año, también conocida como Ley Curling que se reforman las Leyes de Migración y Extranjería, lo que permite a la ciudadanía extranjera que vivía en nuestro país optar por la nacionalidad, momento en que gran cantidad de afrocaribeños (as), consiguen finalizar de forma exitosa procesos de naturalización y nacionalización.
Esta situación de discriminación que forma parte de un contexto más amplio y que se inscribe dentro de la oprobiosa experiencia del trafico transatlántico de esclavos (as), que consideró a los (as) afrodescendientes como objetos de uso al servicio de sus amos (as), lleva a un acceso a la justicia, mediado por una serie de acciones discriminatorias, cuyos efectos se perpetúan en la actualidad, para combatir esta situación el camino necesariamente ha sido la promulgación de una serie de normas -tanto a nivel nacional como internacional- destinadas a combatir y erradicar estas acciones.

En Costa Rica se cuenta con un acervo importante de legislación, iniciando por la Constitución Política de Costa Rica de 1949; y diversas leyes, tales como: ley número 2694 de 1960; ley número 4230 de 1968; ley número 4573; ley número 5360; ley número 7426, del 21 de setiembre de 1994; ley número 7711, de 1997; ley número 7878, de 1999;  Ley 8054 del 2000; Ley número 8107, del 2001; Ley número 8938, del 2011

También, algunos decretos ejecutivos, tales como: DE-11938-E del 8 de octubre de 1980;  DE 25698-MINAE-MEP-C del 9 de setiembre de 1996; DE 32338-MEP, del 2005; DE 38114 de febrero de 2014; Decreto legislativo número  9223 del 21 de marzo  del 2014 y la Declaración  de Interés Cultural del Festival de la Cultura Negra en Limón”, en el 2001.

En el ámbito internacional se gesta todo un proceso para la defensa de los derechos del pueblo afrodescendiente, dentro de esas normas cabe mencionar entre otras: 
1. La Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial  de 1965. 

2. La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la  Mujer de 1979. 

3. El Convenio Nº 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países   Independientes  de 1989.

4. La Declaración y Programa de Acción de Durban para los afrodescendientes de las Américas del 2001 y en  la Conferencia de Examen de Durban del 2009. 
5. Declaración del  Decenio Internacional de los (as) Afrodescendientes del 1 de enero de 2015 al 31 de diciembre de 2024 aprobado por Naciones Unidas.
Dentro de este contexto normativo nacional e internacional, en su sexagésimo cuarto periodo de sesiones,  la Asamblea General de las Naciones Unidas,  promulga la resolución A/RES/64/169, proclamando el 2011 como el “Año Internacional de los Afrodescendientes”. 
En efecto,  es en  el marco de la declaración de Naciones Unidas del año internacional sobre los (as) afrodescendientes que  se crea  en Costa Rica,  la Comisión Nacional Afrocostarricense mediante Decreto  Ejecutivo 36465 del 24 de febrero del dos mil once. 
En el ámbito institucional y en acatamiento a las obligaciones de su competencia emanadas del articulado citado, la Comisión Nacional Afrocostarricense hace una solicitud al Poder Judicial, a fin de que se realicen acciones a favor de las personas afrodescendientes.  Este es un tema que lo asumió la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial,  instancia  responsable de velar por los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, a cuya instancia se somete una propuesta para conocimiento y aprobación del Consejo Superior, máximo órgano administrativo del Poder Judicial, para crear una Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes.  
La Subcomisión se crea al igual que las demás Subcomisiones que atienden poblaciones en condición de vulnerabilidad, esta forma parte de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial  y es  coordinada por  la Magistrada Suplente Master Milagro Rojas Espinoza.   
A efecto de garantizar el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes  en el Poder Judicial, el 14  de  noviembre del 2013, la Subcomisión llevó a cabo el “Taller Acceso a la Justicia para personas afrodescendientes” para determinar los requerimientos  necesarios para facilitarles el acceso a la justicia.  Esta actividad visibilizó con claridad la necesidad de elaborar e implementar: “Una Propuesta de Política de acceso a la justicia de las personas afrodescendientes  y  una estrategia y plan de acción para su implementación”.
 

A partir de ese momento la Subcomisión de Acceso a la Justicia para personas Afrodescendientes, realiza una coordinación sistemática con diversas instancias judiciales,  así como con la Cátedra de Estudios de África y el Caribe de la Universidad de Costa Rica y con  líderes y lideresas afrodescendientes, con el objetivo de  elaborar e implementar una Propuesta de Política Institucional  de Acceso a la Justicia para las personas  Afrodescendientes en el Poder Judicial de Costa Rica y su  Plan de Acción para la implementación de estrategias  y acciones destinadas a ampliar el acceso a la justicia y el efectivo ejercicio de los  derechos de las personas afrodescendientes en Costa Rica.
Asimismo, que estas estrategias y acciones estén en concordancia con las aspiraciones de la declaración del  Decenio Internacional de los Afrodescendientes del 1 de enero de 2015 al 31 de diciembre de 2024 aprobado por Naciones Unidas,  cuyo objetivo es combatir la persistencia del racismo y la intolerancia heredada de un pasado colonial,  aportando a la creación de una cultura de paz, convivencia e interculturalidad, mediante el establecimiento de una Propuesta de Política Institucional de Acceso a la Justicia para Personas Afrodescendientes  y de  un  Plan de Acción, que dirija sus esfuerzos a la erradicación del racismo estructural y los limitantes para ejercer los derechos humanos de los afrodescendientes en las fronteras nacionales.
2. Justificación 
En Costa Rica la población afrodescendiente es una de las más vulnerables, excluidas y pobres, se trata de un grupo que, pese a su cuantía -un 7,8% de la población-  y a su influencia en el plano poblacional social y cultural, se encuentra en desventaja frente al resto de la población y enfrenta situaciones de violación a sus derechos que deben ser asumidas por medio de una atención particularizada justa y oportuna,   por parte de las instituciones del Estado.

En este sentido, el Poder Judicial, instancia por excelencia garante de los derechos de las personas habitantes de este país, debe ejecutar acciones en el marco del derecho internacional de los derechos humanos  y propiciar que estos se respeten en los espacios públicos y privados mediante un efectivo acceso al Sistema de Justicia.

 
Algunas condiciones sobre el acceso a la justicia, no garantizan el efectivo ejercicio de derechos ciudadanos, por lo que se hace necesario implementar acciones y políticas basadas en un enfoque de derechos humanos,  género e interculturalidad,  dirigidas a mejorar el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes y  lograr la realización y el disfrute pleno de los derechos contenidos en el conjunto de instrumentos nacionales, regionales e internacionales de aplicación en Costa Rica.

 

En este sentido la Convención Internacional sobre  la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial de Naciones Unidas, implica  la obligación de los estados de garantizar la igualdad de tratamiento en  los órganos que administran justicia, de manera que el acceso a esta, no se constituya en una forma de discriminación indirecta, que termine frustrando el efectivo goce del derecho a la no discriminación.

 

Asimismo, la Conferencia de Durban en su Declaración y  Programa de Acción (2001), insta a los Estados a apoyar las actividades de órganos o centros de combate contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de intolerancia y, recomiendan la creación de espacios en aquellos países o regiones donde no existan,  por lo que, se hace prioritario el fortalecimiento de instancias  que fomenten el dialogo intercultural y la cultura de la paz y la tolerancia ,  espacios tales como la  “Subcomisión para el acceso a la Justicia de Personas afrodescendientes” , creada en el Poder Judicial, para permitir el acceso pleno y efectivo de los afrodescendientes a la justicia.
 
Por otro lado,  los más recientes compromisos adquiridos  conforme lo estipulado en la Resolución de la Asamblea General de  las Naciones Unidas del  30 de diciembre del  2013, establece la celebración del Decenio Internacional de los Afrodescendientes y señala el lema de la década: “Afrodescendientes: reconocimiento, justicia y desarrollo”;  la actualmente aprobada  Convención Interamericana contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia, del 5 de junio del 2013;  y  las Cien Reglas de Brasilia para el acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad,  comprometen al país a la aplicación de  remedios efectivos que garanticen el acceso a la justicia y  el efectivo ejercicio de  sus derechos humanos  a las personas afrodescendientes.

Si a esto sumamos el compromiso  del país para el cumplimiento de los Objetivos del Desarrollo del Milenio y la  responsabilidad que establece  el  Plan Nacional de Desarrollo 2011-2014, en relación con la seguridad ciudadana y la paz social, la reciente publicación de la  Política Nacional para una  Sociedad Libre de Racismo, Discriminación Racial y Xenofobia,  a través de los cuales  Costa Rica aspira a convertirse en una sociedad más respetuosa de los derechos de las personas, regida por principios democráticos en favor del bienestar de las personas y la búsqueda de la mayor armonía social, la convivencia pacífica y coexistencia  de culturas, personas y  grupos de orígenes diferentes,  es claro,  que la creación y puesta en marcha de una Política Institucional de Acceso a la Justicia para Personas Afrodescendientes  y su Plan de Acción son una obligación ineludible.
Siendo que este proceso  redundará  no sólo en el  fortalecimiento de las capacidades de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Afrodescendientes del Poder Judicial,  impactando de forma determinante  el acceso a la justicia de forma  inclusiva  y de manera sostenible, sino que permitirá fortalecer una cultura de paz, y la creación de un programa institucional pionero y de vanguardia en el respeto,  fomento,  acceso y efectivo ejercicio de los derechos humanos de las y los afrodescendientes en Costa Rica.

3.  Objetivo de la contratación

Los servicios profesionales a contratar, mediante los presentes TdR, tienen por objeto diseñar una propuesta de Política institucional para el acceso a la justicia de la población afrodescediente y su respectivo Plan de Acción, así como facilitar diversos talleres de capacitación, concienciación y sensibilización con personal judicial y población afrodescendiente del territorio nacional, en los cuales se validará la propuesta de Política y su Plan de Acción. Asimismo para  que se sistematice la información recabada durante la ejecución del proyecto. 

Para eso, la persona facilitadora deberá coordinar con una persona intérprete que se contratará para cada uno de los talleres programados, según sea el caso. 

4. Productos e Informes esperados 

Se espera de la persona a contratar, que haga la presentación de los siguientes productos e informes: 

a. Propuesta para la facilitación y ejecución de 4 talleres de diagnóstico sobre la situación de acceso a la justicia de las personas afrodescendientes, así como la sistematización de la información recabada en los talleres mencionados.

b. Propuesta versión 1.0. de una Política Institucional para el acceso a la justicia de la población afrodescendiente y su respectivo Plan de Acción.

c. Propuesta para la facilitación, ejecución y sistematización de los 8 talleres de capacitación, concienciación y sensibilización, para validar la propuesta de Política Institucional para el acceso a la justicia de la población afrodescendiente y su respectivo Plan de Acción.

d. Memoria de cada una de las actividades realizadas (documental,  gráfico y digital). Versión 1.0.

e. Una propuesta versión 1.1. de Política Institucional de Acceso a la Justicia para las Personas  Afrodescendientes destinada a permitir el acceso a una justicia inclusiva, sostenible y equitativa con sensibilidad étnica,  de género, de niñez y adolescencia.
f. Una propuesta versión 1.1. de Plan de acción para la implementación de la Propuesta de  Política Institucional de Acceso a la Justicia para las personas Afrodescendientes.
g. Informe Final (documental, gráfica y digital), que incluya:

· Memoria de cada una de las actividades realizadas (documental,  gráfico y digital) Versión 1.1.
· Una propuesta versión 1.2. de Política Institucional de Acceso a la Justicia para las Personas  Afrodescendientes destinada a permitir el acceso a una justicia inclusiva, sostenible y equitativa con sensibilidad étnica,  de género, de niñez y adolescencia.
· Una propuesta versión 1.2. de Plan de acción para la implementación de la Propuesta de  Política Institucional de Acceso a la Justicia para las personas Afrodescendientes.
5. Actividades y plazos de realización 

Para la obtención de los productos señalados, se realizarán las siguientes actividades, dentro de los plazos que se señalan, los cuales empezarán a correr a partir de la adjudicación.
Cronograma de trabajo semestral  según actividades propuestas*

	Actividad
	Semestre de ejecución del Proyecto iniciando  el primero de  febrero del 2015 

	
	Meses

	
	Febrero 
	Marzo
	Abril 
	Mayo 
	Junio 
	Julio

	1.1 Solicitud de declaratoria de interés institucional del Proyecto ante la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial.
	 x
	
	
	
	
	

	1.2.

Contratación del consultor (a)

	x
	
	
	
	
	

	1.3 Elaborada y validada una propuesta metodológica de las actividades de diagnóstico para la elaboración de la propuesta de la Política y el Plan de Acción.
	x
	
	
	
	
	

	1.4. Realizar las sesiones de    diagnóstico  de los principales retos del Poder Judicial en materia de acceso a la justicia de las personas afrodescendientes, desde las voces de las personas actoras afectadas  las (os) funcionarias (os) judiciales, instancias asociadas  en la ejecución  y expertos (as)  en la materia.


	
	x
	
	
	
	

	1.5. Elaborar una propuesta metodológica  para la validación de la propuesta de  Política Institucional y del Plan de Acción.


	
	x
	
	
	
	

	1.6. Presentación del informe técnico ejecutivo de seguimiento trimestral ante el Comité Ejecutivo de la CCCU.  
	
	
	x
	
	
	

	1.7. Elaboración de la propuesta de Política Institucional y de su Plan de Acción.  

	
	
	x
	x
	x
	

	1.8 Realizar sesiones de sensibilización y validación  de la propuesta de Política Institucional  y del Plan de Acción elaborados.


	
	
	x
	x
	x
	

	1.9 Gestionar por los canales correspondientes la aprobación de la Propuesta de  la Política  Institucional y del Plan de Acción para el acceso a la justicia de las personas afrodescendientes.
	
	
	
	
	
	x

	1.10. Sistematización de la experiencia de trabajo para la construcción de la propuesta de política institucional y de su Plan de Acción.
	
	
	
	
	x
	x

	1.10 Presentación del informe final de ejecución ante el Comité Ejecutivo de la CCCU.  
	
	
	
	
	
	x


6.  Partes implicadas y responsabilidades 
a. Entidad cooperante
· Comisión Costarricense de Cooperación con la UNESCO.
Responsabilidades: gestión administrativa para el pago correspondiente a la persona consultora, según lo solicite el Poder Judicial,  de acuerdo a los TdR.
b. Entidad ejecutora 
· Poder Judicial (Subcomisión para el Acceso a la Justicia de las personas Afrodescendientes).
Responsabilidades. Supervisión directa de la contratación.  Dirección del trabajo a realizar, validación de los productos y actividades contempladas en estos TdR. Solicitud a la Comisión los pagos respectivos para la persona que se contrate. Tramitación ante la autoridad correspondiente de la aprobación de la propuesta de Política Institucional para el acceso a la justicia de la población afrodescediente y su respectivo Plan de Acción
c. Persona contratada 
Responsabilidades. Realización de actividades, recopilación de materiales necesarios para los talleres y entrega de productos contemplados en estos TdR ante el Poder Judicial. 
7.  Lugar y plazo de la contratación 
Las actividades contempladas en estos TdR, se realizarán entre febrero de 2015 y Agosto de 2015, a partir de la fecha en que se adjudique la contratación.   Los talleres de diagnóstico se efectuarán en San José, Limón, Cartago y Guanacaste, los 8 talleres restantes se realizarán de manera que se cubran todos los circuitos judiciales existentes, pudiendo para ello programarse al menos uno por provincia, los productos se entregarán en San José a la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de personas Afrodescendientes,  en el lugar que ésta indique.
Las fechas y lugares en los que se realizarán los talleres serán propuestos por la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de personas Afrodescendientes del Poder Judicial, en consideración a factores climáticos, de facilidad de acceso, logística y disponibilidad de instalaciones, con el fin de asegurar las condiciones óptimas para su participación en las actividades. 

8. Modalidad de Contratación 
Servicios Profesionales. 

9.  Precio de la contratación

La presente contratación tiene un precio cerrado (no sujeto a baja) de US$5.000 (cinco mil dólares US), pagaderos en dos tractos, según detalle en cuadro siguiente:
	Producto
	Pago

	Presentación de la propuesta del Plan de Trabajo para realizar la consultoría. 
	40% al realizar la entrega.   US$2.000

	Entrega de documento final y memorias (físico y digital) 
	60% al realizar la entrega.  US$3.000 


Estos honorarios deben cubrir cualquier tipo de gastos (transporte, hospedaje, alimentación, etc.) en que pueda incurrir la persona contratada para llevar a cabo las actividades estipuladas en estos TdR.   En ningún caso UNESCO ni el Poder Judicial, realizarán pagos adicionales.

10.  Requisitos - perfil de la persona consultora

La persona consultora debe acreditar los siguientes requisitos: 

Grado mínimo de Licenciatura en Ciencias Sociales con preferencia en Derecho.

Con estudios de maestría o especialización en derechos humanos, derecho internacional o ciencias sociales.

Conocimiento y manejo del derecho internacional y normativa nacional sobre afrodescendientes.

Conocimiento de jurisprudencia internacional en derechos humanos de la población afrodescendiente.
Experiencia demostrable en elaboración de sistematizaciones de procesos, informes y productos.

Experiencia y conocimiento en metodologías para la facilitación de talleres con instituciones. 

Experiencia demostrada en facilitación de procesos. 
Deseable poseer experiencia de trabajo en proyectos relacionados con el tema de los derechos de los pueblos indígenas. 

Capacidad de trabajo en equipo.

Capacidad de trabajo en ambientes interculturales.

Excelentes relaciones humanas.

Compromiso con la vigencia de los derechos humanos.

Ética, responsabilidad y eficacia en el trabajo.
11. Costo

US$5.000 (cinco mil dólares exactos).
12.  Documentación de las Propuestas de Trabajo 

Las propuestas de trabajo contendrán al menos la siguiente documentación: 

· Lema o denominación identificativa de la propuesta; 

· Metodología y cronograma propuestos; 

· Curriculum Vitae, copia de identificación, referencias profesionales del (la) consultor (a), que justifiquen el cumplimiento de los requisitos señalados en los presentes TdR; 

· Aceptación expresa de las condiciones establecidas en los presentes TdR; 

Las propuestas de trabajo no presentarán detalle económico, pues la cuantía del contrato es cerrada.

13.  Presentación de las Propuestas de Trabajo 
La presentación de las propuestas de trabajo se deben remitir a la siguiente dirección electrónica:   

amongea@poder-judicial.go.cr con copia a:  lsanabria@poder-judicial.go.cr 

amorac@poder-judicial.go.cr
En el asunto del correo electrónico deberá figurar:  

“Facilitación y sistematización de talleres - UNESCO”

El plazo de recepción de las propuestas de trabajo concluirá el día 04 de febrero a las 4:30 pm 
14.  Valoración de las Propuestas 
Las propuestas de trabajo serán valoradas por el Comité Técnico, puntuándose las mismas de acuerdo al siguiente baremo: 

Formación académica de la persona consultora  .............30%

Experiencia de la persona consultora ...............................30% 
Idoneidad de la persona consultor(a)  ...............................40% 

No se tomarán en cuenta las propuestas de trabajo que no presenten los documentos contemplados en la documentación de las propuestas de trabajo que figura en el de estos TdR. 

Será igualmente motivo de exclusión cualquier otra condición que figure en las propuestas de trabajo que contravenga alguno de los criterios o extremos señalados en los presentes TdR.
� Las diferentes versiones de los documentos 1.0, 1.1, 1.2, indican que los documentos deberán ser pulidos durante el proceso, mediante la inclusión de observaciones obtenidas durante los talleres, y recomendaciones realizadas por la contraparte.


� Tomar  en cuenta que las actividades de  diagnóstico, de validación, concienciación  y de  sensibilización  de la Política y del Plan de Acción se efectuaran de manera conjunta para maximizar los recursos disponibles y cumplir con el plazo semestral previsto, el cual va del primero de febrero del 2015 al 31 de julio del 2015, siendo febrero el mes uno y julio el mes seis.
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